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COMPETENCIA PENAL . Conexidad; juzgado donde tramita la causa por el delito mas grave. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Me-
nores de Primera Nominación del Distrito Judicial Orán, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Si existen causas por delitos de distinta gravedad de pena seguidas contra un mismo imputado y 
la ausencia de un pronunciamiento jurisdiccional definitivo que permitiese considerar concluida una de ellas 
y, por ende, extinguidos los efectos de la conexidad, debe intervenir el Juzgado donde registra la causa por el 
delito más grave. 
     Las reglas de conexidad sólo resultan aplicables en los supuestos en que las causas alcanzadas por las 
vinculaciones descriptas en el artículo 37 del Código Procesal Penal se encuentran vigentes, es decir antes de 
su conclusión por desvinculación del causante, o por declaración de su responsabilidad mediante sentencia 
firme. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
MOLDES, MISAEL EXEQUIEL - RESISTENCIA A LA AUTORIDAD, AMENAZAS Y 
LESIONES - TORRES, ÁNGEL JAVIER; MENDOZA PATIÑO, CÉSAR MIGUEL Y 
ROLDÁN, ANALÍA VALERIA - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Ex-
pte. N° CJS 37.750/15) (Tomo 199: 409/414 - 23 /julio/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Excusación del juez de garantías del Distrito Judicial Tartagal para intervenir 
en la causa como juez unipersonal de juicio, por haber actuado durante la investigación penal preparatoria. 
Medidas coercitivas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal elevados los autos a este Tribunal.II. ORDENAR que bajen 
las actuaciones al Tribunal de Impugnación, Sala que corresponda, a fin de que otorgue al planteo inhibitorio el trá-
mite indicado en los considerandos.  
DOCTRINA: Cuando lo discutido no es una efectiva contienda de competencia entre dos órganos jurisdiccio-
nales sino la oposición a la excusación de un magistrado, formulada por el juez que debe reemplazarlo, la 
cuestión debe ser resuelta por el Tribunal de Impugnación, de conformidad con lo dispuesto por el primer 
párrafo del artículo 57 del Código Procesal Penal.  
           El juez donde se encuentra radicada la causa, aún ante la cuestión de la excusación, deberá exami-
nar la legalidad de la privación de libertad de la persona que se encuentra encarcelada, toda vez que la me-
dida restrictiva de libertad debe disponerse, por imperio del artículo 19 de la Constitución Provincial, en los 
límites de lo absolutamente indispensable. 
           La medida coercitiva en el moderno derecho penal liberal, resulta a todas luces cautelar y excep-
cional, con fundamento en la posible comisión del delito, ergo, en la suficiencia de los elementos de convic-
ción para sostener como probable la participación del imputado en el hecho investigado, el cual debe en-
cuadrar por una exigencia legal en una figura delictiva determinada. 
            El juzgador, en todo momento y aún de oficio, debe valorar la imposición de alguna o va-
rias  medidas de coerción en sustitución de la prisión preventiva. (Del voto de los Dres. Samsón, Posadas, 
Vittar, Catalano y Cornejo) 
             No se está en presencia de un cuestionamiento a la excusación de un magistrado, que en su caso ame-
ritaría el trámite del artículo 57 del Código Procesal Penal y la intervención del Tribunal de Impugnación, si 
lo que se discute entre los magistrados es a quién le corresponde reemplazar al juez inhibido conforme las 
normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial (leyes 7716 y 7718). 
           Operada la inhibición del Juez de Garantías del Distrito Judicial Tartagal para intervenir en la causa 
como juez unipersonal de juicio, por haber actuado durante la investigación penal preparatoria, en virtud del 
orden de reemplazo establecido por el artículo 14 puntos I b) y II de la Ley 7716 y conforme al punto III y el 



Anexo de la Acordada 11855, corresponde la remisión de los autos a la Vocalía I de la Sala II del Tribunal de 
Juicio de Tartagal, porque sin perjuicio de esa función, continúa siendo juez de menores en ese distrito judi-
cial. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C VALLEJOS, WALTER GABRIEL – TENENCIA DE ESTUPEFACIEN-
TES CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN – PIEZAS PERTENECIENTES - COM-
PETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.712/15) (Tomo 199: 1083/1090 – 19/ agosto/ 2015) 
 
EXCUSACIÓN . Violencia moral.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la excusación formulada a fs. 51 por el señor Juez de Corte Dr. 
Ernesto R. Samsón, para intervenir en autos. II. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 52 y 54 por los 
señores Jueces de Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo, respectivamente, para intervenir 
en autos.  
DOCTRINA: Resultan improcedentes las excusaciones que no encuadran en alguno de los supuestos taxati-
vamente previstos en el artículo 51 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) o en 
una situación de violencia moral contemplada en el inciso 13 de dicha norma. 
           No permite advertir la existencia de una causal taxativamente contemplada o de una circunstancia 
objetivamente grave, constitutiva de una situación de violencia moral, la invocación de una relación de paren-
tesco del imputado con una colaboradora del Magistrado. 
          Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la 
causa, si reconoce motivos claramente expresados e individualizados que justifiquen razonablemente el apar-
tamiento para asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia, en tanto la causal invocada 
encuentran adecuación en el artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifi-
catorias). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “INCIDENTE 
DE INHIBICIÓN PRESENTADO POR EL DR. FEDERICO DIEZ - JUZ. DE TRANSI-
CIÓN 4ª NOM. EN CAUSA 22326/11 SEGUIDA CONTRA NN (PERSONA A INDIVI-
DUALIZAR EX- MINISTRO DE LA PRODUCCIÓN Y EL EMPLEO Y/U OTROS 
PARTICIPANTES) POR ABUSO DE AUTORIDAD Y FRAUDE A LA ADMINISTRA-
CIÓN PÚBLICA EN PERJUICIO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA – QUEJA POR 
REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.587/14) (Tomo 199: 831/836 – 13/ 
agosto/ 2015) 
 
HABEAS CORPUS. Recurso de apelación. Inexistencia de agravamiento ilegítimo de las condiciones de 
detención. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 33 de autos. 
DOCTRINA: El habeas corpus, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, 
residual y de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes 
que no requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 

Corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia que desestimó la acción 
de habeas corpus, si no se ha comprobado un agravamiento ilegítimo de las condiciones en las cuales el inter-
no penado se encuentra privado de su libertad, y donde se limita a reeditar su pedido sobre recreación, aloja-
miento y convivencia, aspectos que deben ejecutarse por ante el tribunal que dictó las resoluciones pertinen-
tes, a fin de evitar la inconveniencia de superponer medidas. 

Exceden el ámbito restringido de la acción de hábeas corpus los datos relativos a las actividades la-
borales cumplidas por el interno, a la composición del importe del fondo de reserva  y a los descuentos practi-
cados, que deben ser solicitados a la autoridad penitenciaria que corresponda. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “TORRICO, Marcelo Alejandro – HABEAS CORPUS - RECURSO DE APELA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 37.730/15) (Tomo 199: 767/774 - 10 de agosto de 2015) 
 
HONORARIOS . Recurso de inconstitucionalidad penal. Pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales de los Dres. Carlos van Cauwlaert y 
Sergio Ruiz de los Llanos en la suma de $ 18.000 (pesos dieciocho mil), por su actuación en el recurso de 
inconstitucionalidad, a cargo de la parte vencida. 
DOCTRINA: Corresponde regular los honorarios del letrado que interpuso el recurso de inconstitucionalidad 
y amplió los fundamentos, recurso que fue declarado admisible, de acuerdo con las pautas indicativas conte-
nidas en el artículo 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), que remite a los 
artículos 31, 4º incisos b), c) y d) y 5º del decreto-ley nº 324/63, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto 1173/94. Ello implica ponderar, para la determinación del monto 



de los honorarios, el mérito jurídico, la extensión del trabajo realizado, la complejidad o novedad de la cues-
tión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “FÁ-
BRICA DE FIDEOS RIVOLI S.A. – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Ex-
pte. Nº CJS 33.691/10) (Tomo 199: 539/542 - 30 /julio/ 2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA . Ausencia de demora en el tribunal requerido. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia deducida a fs. 6 y vta. 
DOCTRINA: La queja por retardo de justicia es un remedio que tiene por objeto subsanar las demoras en que 
puedan incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que deban dictar en las causas a su 
cargo. Por ello no procede cuando el juez, dando respuesta al planteo del quejoso, se ha expedido, aunque no 
lo hubiera hecho en el sentido peticionado por el presentante. 

Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si de las constancias de la causa surge que 
el Juez de Garantías no incurrió en demora alguna al ordenar que vuelva la Actuación Sumaria a Jefatura de 
Policía a efectos de que se emita la decisión que corresponda respecto del recurso interpuesto, por considerar 
que la falta de concesión obstaba a su competencia para entender en la apelación. (Del voto de los Dres. Vit-
tar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
             Si la supuesta infracción cometida por el impugnante se encuentra regida por las normas de la Autori-
dad Metropolitana de Transporte, resulta necesario que, previo a ser elevadas las actuaciones al Juez de Ga-
rantías para entender sobre el recurso de apelación articulado, el recurrente realice el pago en caución de la 
multa ordenada por dicha infracción. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“BAEZ, ENRIQUE EDUARDO –QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA”(Expte. Nº 
CJS 37.819/15) (Tomo 199: 509/516 – 30/julio/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que no es susceptible de examen 
directo por la Corte; principio de taxatividad. Acordada 11.224. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
34/36.  
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado deducida, si el 
objeto de la presentación examinada no es la denegación de un recurso que competa conocer a la Corte (in-
constitucionalidad, artículos 38 inc. a) y 554 del Código Procesal Penal, Ley 7690 y modificatorias), sino, por 
el contrario, es la resolución de inadmisiblidad de un recurso de casación. 
         En virtud de la competencia recursiva de la Corte (artículo 153 ap. III inciso b) en materia penal, le 
compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad, regulado por los artículos 554, 555 y cc. del 
Código Procesal Penal (Ley 7690 y modificatorias), así como la queja por su denegación, siempre que concu-
rran los requisitos exigidos para ello, esto es, que se interponga el recurso de inconstitucionalidad contra las 
resoluciones del Tribunal de Impugnación, si se hubiere cuestionado la constitucionalidad de una ley, orde-
nanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida por la Constitución, y la sentencia o el auto 
fuere contrario a las pretensiones del recurrente o cuando la sentencia fuere arbitraria. 
         El principio de taxatividad o legalidad establece que las resoluciones judiciales serán recurribles sólo 
por los medios y en los casos expresamente establecidos en el Código Procesal Penal. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
              Mediante Acordada 11.224, la Corte de Justicia estableció los requisitos de orden formal a los que se 
supedita la admisibilidad de la queja en el proceso penal. 
           Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si los quejosos 
omitieron acompañar copias de las constancias que acreditan la personería invocada, de la resolución que 
motiva el planteo por cuya denegatoria se recurre en queja, del escrito en el que se dedujo el recurso denegado 
y de la cédula o constancia de notificación de la resolución que se recurre en casación. 
            La queja debe ser autosuficiente y es carga de la parte acompañar las constancias de la causa que 
resulten necesarias para su examen. (Del voto de los Dres. Samsón y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffam   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C VÉLEZ, SERGIO JUAN; NIOI, JOSÉ EMILIO – QUEJA POR REC. DE CASA-
CIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.645/15) (Tomo 199: 675/682 – 10/agosto/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO .  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad 
interpuesta a fs. 27/33 vta. y, en su mérito, declararlo mal denegado y requerir a la Sala I del Tribunal de Im-
pugnación que remita los autos a esta Corte.   
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertir la resolución cuestionada mediante las vías revisoras con-
templadas por el ordenamiento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado por el artí-



culo 8.2.h de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, tratado internacional que forma parte 
del bloque de constitucionalidad. 
         La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que pro-
cede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin efec-
to dicha denegatoria. 
         La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
          La apelación y la casación se establecen de modo imperativo y de manera progresiva en el proceso; 
la primera puede interponerse contra resoluciones de la etapa preparatoria, reservando la segunda a la senten-
cia y los autos dictados en etapa de juicio que causen gravamen irreparable (artículos 534, 539 y cc. del Códi-
go Procesal Penal). A su vez, contra las resoluciones de aquel órgano de segunda instancia –tanto las de com-
petencia apelativa como casatoria- sólo procede el recurso de inconstitucionalidad, es decir, ahora existe otra 
instancia en el orden local que, como tal, es de carácter extraordinario y de competencia de esta Corte. Por 
eso, dicho medio impugnativo ha sido ampliado a las causales de arbitrariedad, en absoluta conformidad al 
artículo 153, ap. III, inc. a) de la Constitución Provincial (artículo 554 del Código Procesal Penal). 
          En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. (Del voto de los 
Dres. Catalano, Cornejo, Samsón y Vittar) 
               Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida fun-
damentación, ya que no se demuestra que los jueces del Tribunal de Impugnación hubieran fallado con in-
cuestionable desapego a la ley, dado que lo controvertido atañe a la interpretación sobre la vigencia de leyes 
procesales sucesivas y además, se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en 
razón de haber intervenido el tribunal de apelación, con lo que se satisface la doble instancia que en estos 
supuestos otorga el ordenamiento procesal en beneficio del representante del Ministerio Público Fiscal. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “GONZÁLEZ, SERGIO EMANUEL – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 37.607/14) (Tomo 199: 821/830 - 12 /agosto/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Falta de fundamentación; 
cuestiones procesales; derechos del debido proceso y de defensa en juicio.    
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado interpuesta a 
fs. 30/32 vta. de autos.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si no contiene 
claros fundamentos convincentes de la insuficiencia de los argumentos esgrimidos por el tribunal “a quo” para 
clausurar la viabilidad del recurso. 
          Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordina-
rio, salvo arbitrariedad. 
          Sólo se configura violación de la garantía a un debido proceso cuando hay una grave privación o 
restricción del derecho de defensa en juicio, y tal alegación no es atendible si el recurrente no prueba la efica-
cia de su queja, esto es, la defensa de que habría sido privado para lograr una solución distinta a la recaída en 
el pleito.  
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauff,am  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“VILLAGRA, EDUARDO GUILLERMO - QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITU-
CIONALIDAD DENEGADO”   (Expte. Nº CJS 37.634/15) (Tomo 199: 713/720 – 
10/agosto/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Incumplimiento de recaudos 
previstos en la Acordada 11.224. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 42/50. 
DOCTRINA: Mediante Acordada 11224, la Corte de Justicia estableció los requisitos de orden formal a los 
que se supedita la admisibilidad de la queja en el proceso penal. 
           Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el quejoso omi-
tió acompañar la copia de la resolución de primera instancia, recaudo previsto en el apartado I, punto 2 de la 
Acordada 11.224. 
            La calidad de autosuficiencia con la que debe contar el escrito de interposición de la queja exige que 
éste sea acompañado con las constancias de la causa que resulten necesarias para su examen; entre ellas, muy 
especialmente, la copia de la resolución originariamente recurrida, el recurso interpuesto, el auto que lo dene-



gó y las demás piezas procesales que hagan a la cuestión planteada. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, 
Sansón, Vittar, Posadas, Catalano y Cornejo) 
              Corresponde desestimar la queja si el recurso extraordinario, cuya denegación la origina, no cumple  
con el requisito de fundamentación autónoma suficiente y no satisface los recaudos de admisibilidad necesa-
rios para ingresar al examen de fundabilidad impugnativa y considerar la cuestión de fondo planteada, toda 
vez que omite acompañar la copia pertinente de la resolución de primera instancia. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INCIDENTE DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL DR. NICOLÁS 
JUÁREZ CAMPOS EN REPRESENTACIÓN DE MÁRQUEZ, ROMINA ALEJANDRA 
EN CAUSA Nº 116358/14 POR EL DELITO DE TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES 
CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 37.662/15)  (Tomo 199: 299/306 - 03 /julio/ 2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Resolución que no es suscep-
tible de examen directo por la Corte. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionali-
dad interpuesta a fs. 29/32 vta.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el objeto 
de la presentación no es la denegación de un recurso que competa conocer a la Corte, porque se trata de una 
resolución del Tribunal de Juicio que, como tribunal “ad quem”, dispuso no conceder una apelación contra el 
rechazo a una revocatoria, por lo cual, no es susceptible de examen directo por la Corte. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LEDESMA, RODRIGO ALEJANDRO - QUEJA POR REC. DE IN-
CONST. DENEGADO” (Expte. N° CJS 37.681/15) (Tomo 199: 187/192 - 02 /julio/ 2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA . Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR INADMISIBLE la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 5 
y vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar inadmisible la queja por retardo de justicia, si la causa se encuentra en la 
etapa de la investigación penal preparatoria, donde el artículo 241, último párrafo del Código Procesal Penal 
dispone que el incumplimiento por parte del fiscal del plazo señalado otorgará a la víctima o a quien se consi-
dere imputado, la facultad de formular la instancia prevista en el artículo 178, párrafo segundo, por lo cual no 
corresponde la tramitación y resolución de lo planteado ante la Corte. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INOSTROZA, RUBÉN ANTONIO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” 
(Expte Nº CJS 37.603/14) (Tomo 199: 237/242 - 02 /julio/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acto jurídicamente inexistente, falta de firma de la parte y del letrado.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR jurídicamente inexistente la presentación de fs. 57/60 y toda acti-
vidad jurisdiccional dictada en consecuencia.  
DOCTRINA: Debe declararse jurídicamente inexistente el recurso de casación, si en el escrito las firmas del 
presentante y su letrado no son de su puño y letra sino copia fotostática, por lo cual debe considerarse que la 
presentación carece de firmas y, por ende, de uno de los elementos esenciales para su configuración en el 
mundo jurídico y para exteriorizar la voluntad de la parte. 
           Constituye un requisito esencial de todo escrito judicial la firma de su presentante. 
          La falta de firma reviste una gravedad de tal índole que trae como resultado privar de todo efecto 
procesal a esa pieza y que carezca de toda posibilidad de producir consecuencias jurídicas, ajeno, como tal, a 
cualquier convalidación posterior. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “RE-
CURSO DE APELACIÓN EN PERJUICIO DE FARÍAS, JOSÉ MIGUEL – RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.751/13) (Tomo 199: 517/524 - 30 /julio/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de amenazas con arma, daños y desobediencia judicial; valoración de 
la prueba, sana crítica. Inmediación. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 348/353 
vta. y, en su mérito, sustituir la pena de tres años y un mes de prisión efectiva en el punto I de la sentencia de 
fs. 331 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 334/345, por la de dos años y seis meses de prisión efectiva, y 
ordenar al tribunal de origen que disponga en dicho marco la inmediata excarcelación del imputado previo los 
trámites de rigor. 



DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de amenazas con arma, si el tribunal de juicio 
motivó su convencimiento en el triunfo racional de los factores incriminantes, legítimamente incorporados 
como prueba, valorados en conjunto de manera univoca, con rigor empírico y fruto de la inmediación con las 
partes en el debate, especialmente las declaraciones de las menores en cámara Gesell, de la denunciante y de 
los testigos y tuvo en cuenta el secuestro de un cuchillo y el croquis ilustrativo elaborado por personal poli-
cial. 

Se configura el delito de amenazas con arma, si se encuentra comprobada la existencia de los sucesos 
fácticos toda vez que, tratándose el bien jurídico protegido de la libertad, sea psíquica, de deliberación o, 
además, de tranquilidad o seguridad, los dichos del autor constituyeron un anuncio de un mal futuro e inmi-
nente, conducta desplegada además, mediante la utilización de un cuchillo, el cual aumenta su poder ofensivo 
e intimida a su destinatario y, por el otro, reúne los requisitos de gravedad, seriedad y posibilidad, con poten-
cialidad intrínseca suficiente para amedrentar. 

El tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación 
aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se 
halle acompañada de fundamento alguno. 

Es responsable del delito de daños el acusado, si se encuentra acreditado que la rotura de la ventana 
fue producida por él durante el mismo incidente en el marco de su conducta amenazante para con la denun-
ciante, habiendo ella relatado cómo el imputado empujó la ventana, la que se estrelló contra la pared, sin que 
se pueda atribuir la rotura a una reacción  irreflexiva o fortuita. 

La desobediencia judicial se halla constituida por el incumplimiento de una orden concretamente di-
rigida al particular. El concepto de "orden" se refiere a un mandamiento, oral o escrito, que se da directamente 
a una persona, aunque no necesariamente en persona, por parte de un funcionario público, para que se haga 
algo o se deje de hacer algo. (Del voto de los Dres. Cornejo y Vittar) 
             Ante una denuncia por el delito de amenazas no debe desestimarse el testimonio de la mujer víctima 
de violencia, si además se encuentra corroborado por las testimoniales de su hermano y de su hijo quienes se 
encontraban presentes en el lugar y momento del hecho, pero sobre todo si ya había denunciado varios actos 
de violencia en su contra por parte del imputado, lo que denota la continuidad de su conducta. 

La conducta del imputado, en tanto amenazó de muerte a su ex pareja y violó la prohibición de acer-
camiento poniendo en riesgo la vida de la víctima es una cuestión frente a la cual la justicia no puede perma-
necer indiferente, pues la violencia de género constituye ya un flagelo que conmueve a la comunidad interna-
cional en su conjunto, dentro de la cual la nuestra no está al margen, resultando alarmantes los niveles de 
violencia doméstica y también de feticidios. 

La amenaza es el anuncio (expreso o tácito) de un mal futuro, injusto, determinado y posible, depen-
diente de la voluntad del sujeto activo y susceptible de producir intimidación, intranquilidad de ánimo, inquie-
tud o zozobra en la amenazada y por ello debe valorarse como el posible inicio de una escalada de violencia, 
como riesgo futuro de violencia habitual o incluso de muerte. 

La gravedad las amenazas reside en el riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva 
del clima permanente de violencia, como demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado 
de aumento progresivo de la intensidad y frecuencia, por lo que se hace imprescindible visualizar las futuras 
conductas del agresor por implicar un mayor riesgo para la víctima.  

La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones de noviazgo lo suficientemente estables y consistentes como para dar lugar al 
clima de dominio y subordinación característico de la violencia de género o bien cuando la relación ya se 
encuentra finalizada. 

La violencia psicológica es la que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica 
y perturba el pleno desarrollo personal o busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias 
y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, mani-
pulación, aislamiento. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Kaufman, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: "C/C GARECA, 
NÉSTOR DAMIÁN O GARECA, HUGO ORLANDO - RECURSO DE CASACIÓN"  
(Expte. Nº CJS 37.399/14) (Tomo 199: 329/350 - 17 /julio/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito; motivación de la sen-
tencia; conducción antirreglamentaria de vehículo automotor. Inmediación. Compensación de culpas en 
materia penal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 201/207. 
DOCTRINA: La sentencia que condena por el delito de homicidio culposo en accidente de tránsito no incurre 
en falta de motivación ni contraviene los criterios rectores del método de evaluación de prueba descripto por 
la ley si el tribunal de juicio, para arribar al estado de certeza sobre el modo en que ocurrió el hecho, ponderó 
la prueba relevante conforme a las reglas de la lógica y de la experiencia común. 



         Le está vedado al Tribunal de Casación asignar crédito o restárselo a una prueba producida en la 
audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca 
dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o no se halle acompañada 
de fundamento alguno. 
           Cuando se halla en juego el sustento lógico de la sentencia y se señala un empleo arbitrario de los 
poderes discrecionales del tribunal de juicio en cuanto a la apreciación de la prueba, se activan las atribucio-
nes de contralor del Tribunal de casación en orden a la verificación del cumplimiento de disposiciones proce-
sales de raigambre constitucional que prescriben, bajo pena de nulidad, el deber de motivar debidamente las 
decisiones judiciales. 
         Es preciso distinguir entre la falta de motivación y la insuficiencia de motivación. La primera se 
asimila a la omisión de expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto la segunda 
implica la existencia de una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. 
Las consecuencias de ambas situaciones difieren, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la 
nulidad, la segunda sólo produce ese efecto cuando la deficiencia es de tal magnitud que importa su omisión 
lisa y llana. 
         Existe una innegable infracción a la norma reglamentaria y, consecuentemente, el nexo de causalidad 
con el resultado acaecido, si el accionar del acusado supuso una trasgresión de los deberes de cuidado que 
debía observar en tanto conductor de un vehículo automotor, y esa omisión lo llevó a efectuar un aporte cau-
sal indispensable para que se concrete el resultado muerte que se le atribuye. 
         La conducta culposa del afectado cuando confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevan-
cia a los fines de una necesaria consideración en relación a una adecuada mensura de la pena. Este último 
aspecto, puede en todo caso servir para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene 
el efecto de eliminarla. 
         En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. No hay, 
por ello una neutralización de culpas recíprocas. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SOLÁ, BERNARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.487/14) (Tomo 199: 101/112 - 01 /julio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado en poblado y en banda. Asociación ilícita, prueba. 
Coautor. Encubrimiento. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 2113/2124 y 
2125/2140.  
DOCTRINA: Es válida la condena del coimputado como integrante de una asociación ilícita previsto en el 
artículo 210 del Código Penal, si en el juicio se demostró que actuó de consuno con el grupo originario de otra 
provincia para el desarrollo de una empresa delictiva destinada a cometer delitos contra la propiedad. 
          La prueba del acuerdo criminoso para la configuración del delito de asociación ilícita se realiza a 
través del método inductivo, es decir partiendo desde los casos delictivos realizados hacia atrás, donde se 
encuentra la faz ideológica de esos planes individualmente considerados. 
          La organización destinada a la comisión de hechos delictivos se configura por la cantidad de manio-
bras desplegadas en escaso tiempo, la pluralidad de intervinientes y la distribución de funciones que previa-
mente existieran entre sus integrantes. 
          El hecho de haber recibido el acusado a integrantes de la asociación ilícita en su vivienda -a quienes 
conocía de antemano-, y la circunstancia de que ese inmueble sirvió de nexo para el traslado y/o guarda de las 
dos computadoras sustraídas por el resto de los acusados, son suficiente evidencia de la existencia de ese 
acuerdo y de un aporte concreto de parte del imputado, dirigido a fomentar la finalidad delictiva del grupo, 
resultando una forma clara de exteriorizar su pertenencia al mismo y de compartir sus objetivos. 
          La existencia de una asociación cuyo objetivo sea la comisión de delitos afecta, por sí misma, a la 
tranquilidad pública, no sólo porque el hecho del conocimiento de su existencia produce inquietud social, sino 
también por el peligro que implica para la preservación del orden social establecido y legalmente protegido 
          Es responsable del delito de encubrimiento el acusado que tenía en su vivienda y bajo su poder, la 
computadora que el grupo delictivo había sustraído de un local comercial. 
         La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la 
consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de 
fondo; ese procedimiento valorativo integra la órbita de facultades discrecionales de apreciación de prueba y 
de ponderación de hechos que en el debate puede cumplirse de modo directo dadas las características del 
proceso. 
     Es justa la pena impuesta si se adecua a los antecedentes que surgen de la audiencia de juicio llevada 
a cabo y a los parámetros legales de mensuración establecidos en los artículos 40 y 41 del Código Penal, en 
conjunción con las respectivas escalas punitivas de los delitos reprochados, con los grados de participación 
establecidos, y con el principio de proporcionalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samson, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C VILLAREAL NAVEA, MARTÍN FRANCISCO; MOLINA, GABRIEL 



JORGE; HUAIHUAS CABRERA, LUCIO DANTE; SARANDON, LUCAS FERNAN-
DO; SARANDON, MIRIAN GLADIS; GONZÁLEZ, BLANCA INÉS; DOMÍNGUEZ, 
CARLOS ALFREDO; RÍOS, JUAN ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.329/14) (Tomo 199: 147/160 - 02 /julio/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Reenvío de la CSJN. Delito de incumplimiento de los deberes de oficio, dolo. 
Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. CONFIRMAR en todos sus términos el punto I de la sentencia de fs. 924/934 
vta. 
DOCTRINA: Si la Corte Suprema de Justicia de la Nación ordenó revisar los fundamentos y motivos brinda-
dos por la Corte local en el fallo de casación, donde revocó la absolución del imputado y dispuso su condena, 
persiguiendo que se actúe la doble instancia penal, es decir, se controle la sentencia mediante el ejercicio de 
una competencia, de ordinario vertical, y mediante un examen amplio, lo que presupone la intervención de un 
nuevo tribunal o, al resultar ello jurídicamente imposible, de otros jueces llamados a integrar la misma Corte 
de Justicia local, se debe aceptar que la Corte "ad hoc", sin constituir una instancia superior y conformada en 
su mayoría por jueces de grado, asuma la revisión de un fallo dictado por la cabeza del Poder Judicial local en 
su conformación natural. 

Es acertado el razonamiento lógico de la sentencia de segunda instancia que condena al acusado, 
funcionario policial al momento del hecho, por el delito de incumplimiento de los deberes de oficio, si no 
presenta defectos y resulta ajustado a las reglas que gobiernan la formación de convicción, en tanto los aspec-
tos relevantes del plexo probatorio han sido correctamente relacionados y cuentan con una valoración acorde 
a la lógica, la psicología y la experiencia común, la cual ha sido acompañada por la exposición de cada una de 
las razones que llevaron al tribunal a decidir del modo en que lo hizo. 

Se configura el delito de incumplimiento de los deberes de oficio, si el acusado tradujo al mundo real 
el objetivo incumplimiento de la orden impartida por el magistrado actuante, de notificar al asesor de menores 
e incapaces a los efectos de la Ley 7202, actividad que configura el segundo supuesto comisivo del artículo 
249 del Código Penal, puesto que, correspondiendo observar tanto la ley como la manda de la autoridad com-
petente, se rehusó a observarlas. 

El dolo que exige el delito de incumplimiento de los deberes de oficio se encuentra suficientemente 
probado, si a la luz de los elementos de convicción incorporados y a tenor de la calidad especial que revestía 
el acusado, funcionario policial, son aspectos que innegablemente repercuten en orden al conocimiento que le 
era exigible, pues se trataba justamente de la normativa que regulaba específicos actos de su incumbencia. 

Es justa la pena impuesta, si se ajusta a las pautas establecidas en los artículos 40 y 41 del Código 
Penal, en tanto el monto de la multa como el tiempo de inhabilitación dispuestos, responden a las circunstan-
cias objetivas del hecho y subjetivas del autor, entre las que se destaca una de evidente fuerza agravante, ya 
que, además de rehusarse a cumplir, falseó los datos del informe que realizó, de modo que frente a dichos 
efectos, la carencia de antecedentes y demás accidentes personales, menguaron la aplicación de una sanción 
patrimonial más gravosa. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón -Juez de Corte- Luciano Martini, Abel Fleming, Virginia Solórzano, Pablo Mari-
ño -Juez Tribunal de Impugnación llamado a integrar-, María del Milagro López  y Norma Beatriz Vera -Juez 
Tribunal de Juicio llamado a integrar-   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: "C/C MARTÍNEZ, JOSÉ 
ABRAHAM - RECURSO DE CASACIÓN"    (Expte. N° CJS 35.049/11) (Tomo 199: 567/582 
– 03/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia. Funcionario público.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 5/8.  
DOCTRINA: No procede la suspensión del juicio a prueba cuando un funcionario público, en ejercicio de sus 
funciones, hubiese participado en el delito. 
           La prohibición funcional no se limita al agente que detenta la función, sino que extiende sus efectos 
impeditivos alcanzando a todos los que participen en el hecho delictivo, sea a título de autor, cómplice o ins-
tigador. (Del voto de los Dres. Catalano, Kauffman, Posadas, Samsón y Vittar) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, en virtud 
de la prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis, penúltimo párrafo del Código Penal. (Del voto 
del Dr. Díaz) 
              Es competente la justicia federal para entender en el caso si el accidente se produjo sobre una ruta 
nacional, lo cual invalida todo lo actuado, debido a que el juez que intervino no tenía competencia sobre el 
lugar en que ocurrieron los hechos. 
         La competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LLANOS, PASCUAL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.375/ 14) (Tomo 199: 83/100 - 01 
/julio/ 2015) 



 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL . Interpretación y aplicación de normas procesales; 
resolución que rechaza el recurso de casación. Caducidad de la acción penal por haber transcurrido el tiem-
po máximo fijado para la realización del juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 222/225 vta. de 
autos. 
DOCTRINA: No basta para que se configure una situación de inconstitucionalidad invocar la vulneración de 
derechos fundamentales si no se prueba la afectación concreta de esos derechos. 

Corresponde declarar inadmisible el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la sentencia 
que rechaza el recurso de casación deducido contra la resolución del tribunal de juicio que no hizo lugar al 
pedido de sobreseimiento por haber transcurrido el tiempo máximo fijado para la realización del juicio, si no 
se alcanza a exponer de forma fundada la existencia de una cuestión constitucional o de arbitrariedad, en 
virtud de que, mediante el desarrollo de una opinión diferente, se cuestiona la interpretación de normas proce-
sales, lo que resulta ajeno al recurso extraordinario, porque refiere al ordenamiento de los juicios, que no 
afecta el fondo de las instituciones fundamentales que el remedio intentado se propone salvaguardar. (Del 
voto de la Dra. Kauffman) 
              Debe rechazarse el recurso de inconstitucionalidad interpuesto, si del análisis de las constancias de 
la causa no surge la vulneración a los derechos constitucionales que el impugnante invoca, y los fundamen-
tos expresados en el fallo del tribunal de impugnación, que lo condujeron a rechazar el recurso de casa-
ción, a desestimar el pedido de sobreseimiento por caducidad de la acción penal efectuado por la defensa y 
confirmar la condena del imputado, dentro del contexto del proceso aparece como una solución ajustada a 
derecho y propia de los jueces de la causa. 

No procede la tacha de arbitrariedad si el tribunal "a quo" ha adoptado una solución posible, sin 
que se vislumbre la aducida irrazonabilidad de la sentencia y los argumentos del recurrente no alcanzan a 
rebatir eficazmente las razones que sustentan las conclusiones del pronunciamiento. Ello, porque la doctri-
na de la arbitrariedad se patentiza cuando el sentenciante ha incurrido en un apartamiento inequívoco de la 
solución prevista para el caso. (Del voto del Dr. Vittar) 
              En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad; resulta de carácter 
excepcional y de interpretación restrictiva. 

Se impone el rechazo del recurso de inconstitucionalidad, si de las constancias de la causa surge que 
no han transcurrido los dos años previstos en el artículo 219 del Código Procesal Penal para desvincular al 
imputado del proceso penal. 

La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos su-
puestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una deci-
siva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Vittar, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: "C/C HUMANO, 
LEANDRO DAVID - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL" (Expte. N° 
CJS 37.741/15) (Tomo 199: 351/364 - 17 /julio/ 2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Prescripción de la acción penal, necesidad de contar con 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
51/55 vta. y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que proceda a constatar, mediante in-
formes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de condena por otro delito que 
haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y resuelva en consecuencia. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir, pues no corresponde que la cuestión planteada se resuelva prescindiendo de la conside-
ración que, de acuerdo a las constancias de la causa, la acción posiblemente se encuentra extinguida por el 
transcurso del tiempo máximo del delito imputado, luego de dictada la resolución recurrida. 
         La prescripción de la acción es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del 
plazo pertinente. Puede declararse de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma 
previa a cualquier decisión. 
         Encontrándose cumplido el plazo de prescripción de la acción penal, corresponde suspender el trámi-
te del recurso de inconstitucionalidad interpuesto y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen a fin de 
que proceda a constatar, mediante informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia 
o no de sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Catalano, Díaz, Kauffman, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
LÓPEZ, JOEL ANTONIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 37.725/15)  (Tomo 
199: 445/452 - 28 /julio/ 2015) 
 



RECURSO DE QUEJA. Proceso sumarísimo. Juicio de desalojo. Apelabilidad de la sentencia definitiva. 
Improrrogabilidad de las audiencias. 
CUESTION RESUELTA: I. RECHAZAR la queja de fs. 16/18. 
DOCTRINA: La queja tiene por objeto que el Tribunal “ad quem” controle la decisión judicial del “a quo” en 
lo referente a la admisibilidad de la apelación denegada; solamente se pronuncia sobre tal cuestión y no entra 
a analizar el fondo del recurso. 

Al haberse otorgado al juicio de desalojo el trámite sumarísimo, sólo resulta apelable la sentencia de-
finitiva (art. 508 del C.P.C.C.). Asimismo, el art. 502 del mismo cuerpo legal dispone que las audiencias que 
se señalen en los juicios verbales son improrrogables. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman    DOCTRINA: Dra. von Fischer.  CAUSA: 
“PROVINCIA DE SALTA; COMPLEJO TELEFÉRICO SALTA; SOCIEDAD DEL ES-
TADO VS. TRIVERIO, MARCELO FACUNDO – QUEJA POR RECURSO DE APE-
LACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS  37.545/14) (Tomo 199: 493/498 – 28/julio/2015) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA. RECURSO EXTRAORDINARIO FEDE RAL . Improcedencia; cues-
tiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de revocatoria interpuesto a fs. 208/210. 
DOCTRINA: Se debe rechazar el recurso de revocatoria interpuesto contra la providencia que llama autos 
para resolver el recurso extraordinario federal deducido, reiterando el pedido de que se incorpore una prueba 
en forma previa a resolver, si la etapa procesal oportuna para ello ha precluido y su valoración excedería el 
marco del recurso en trámite. 
           Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los agravios dados por el recurrente en su 
escrito de interposición constituyen una reiteración de aquellos que fueron sometidos al análisis de la Corte y 
se presentan como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba que no alcanza para dar sustento a la 
vía intentada, de inequívoco carácter excepcional, sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 
            La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
DORADO, JOHN GROVER – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.195/14) 
(Tomo 199: 543/554 - 30 /julio/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1578/1597 vta. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los argumentos expuestos por los impug-
nantes refieren a cuestiones que se relacionan con temas de hecho, prueba y aplicación del derecho común, 
aspectos cuyo conocimiento y decisión constituyen materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su 
naturaleza, a la órbita del recurso del artículo 14 de la Ley 48 y que si bien pudieron integrar válidamente la 
materia de la casación no alcanzan para dar sustento a la vía intentada, que ha quedado reservada para supues-
tos extremos de arbitrariedad. 

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias 
que los recurrente estimen equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se 
verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamenta-
ción. (Del voto de los Dres. Vittar, Samsón, Albarracín, Farah, Figueroa y Kauffman) 
               Debe concederse el recurso extraordinario federal, si  es autosuficiente y los agravios que describe el 
recurrente han sido enunciados en forma concreta en vinculación con los hechos de la causa, por la posible 
afectación, por intermedio de la resolución recurrida, de los derechos del debido proceso y de defensa en 
juicio, en virtud de la omisión del deber del tribunal de juicio de fundar adecuadamente el fallo condenatorio 
en lo que atañe al examen de la prueba producida en la causa con vinculación a la figura penal aplicable, pun-
tos éstos que constituyen cuestión federal bastante. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Samsón –Jueces de Corte-, Edgardo Francisco Albarracín, Pablo 
Farah, Adolfo Antonio Figueroa -Jueces del Tribunal de Juicio llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C SALINAS, PEDRO ADRIÁN; SALINAS, JUANA ANTONIA; MISSO-
RICHI, FRANCISCO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.763/12) (Tomo 
199: 787/798 – 11/agosto/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia, cuestiones procesales, denegación de re-
cursos en el orden local. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 857/864 vta. 
DOCTRINA: No procede, en principio, el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto 
la aplicación e interpretación de normas procesales y, en particular, de aquellas referidas a la no admisibilidad 
de los recursos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización 



de las instancias locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los 
derechos de raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte inte-
resada. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
GONZÁLEZ, HÉCTOR EDUARDO; BLASCO, CÉSAR EMILIANO; MARTÍNEZ, FA-
CUNDO GUSTAVO; BLASCO, RUBÉN IVÁN; GÓMEZ, CRISTIÁN ALEJANDRO; 
GALLARDO, IVÁN MOISÉS; GALLARDO, SILVIO MANUEL; FERNÁNDEZ, JOSÉ 
LUIS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.577/12) (Tomo 199: 371/378 - 20 
/julio/ 2015) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


